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2.1 PROYECTOS DE LEY, PROPOSICIONES DE LEY Y OTROS 
PROYECTOS DE NORMAS 

2.1.1 PROYECTOS DE LEY 

7-04/PL-000002, Proyecto de Ley de creación del 
Colegio Oficial de Educadores Sociales de Anda-
lucía 

 

Envío a la Comisión de Justicia y Régimen de la Administración 
Pública 
Apertura del plazo de quince días hábiles, a partir de su publica-
ción, para la presentación de enmiendas a la totalidad 
Sesión de la Mesa del Parlamento de 2 de junio de 2004 
Orden de publicación de 2 de junio de 2004 

PROYECTO DE LEY DE CREACIÓN DEL COLEGIO OFICIAL DE 
EDUCADORES SOCIALES DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La educación social es una profesión que surge para dar res-
puesta a nuevas necesidades sociales, educativas, culturales y 
lúdicas, cada vez más frecuentes en nuestra sociedad, cuyos 
ámbitos de actuación son la educación no formal, en la que los 
profesionales intervienen para procurar una correcta vida co-
munitaria y facilitar los procesos de socialización de colectivos 
marginados, la educación de adultos, incluidos los de la tercera 
edad, la inserción social de personas desadaptadas y minusváli-
dos y la acción socioeducativa. 

El progresivo reconocimiento social de la profesión, junto a la 
profesionalización y especialización del sector, llevó a la Adminis-
tración educativa a establecer, mediante Real Decreto 1420/1991, 
de 30 de agosto, el título universitario oficial de Diplomado en 
Educación Social, así como las directrices generales propias de 
los planes de estudios conducentes a su obtención, enseñanzas 
que en Andalucía se imparten en la Universidad de Huelva y en 

la Universidad Pablo de Olavide, así como desde la Universidad 
Nacional de Educación a Distancia. 

La importancia creciente de esta profesión, su desarrollo y evo-
lución, ha propiciado que la sociedad andaluza cuente en la ac-
tualidad con numerosos profesionales en este campo, habiéndose 
puesto de manifiesto por los mismos �a través de la Asociación 
Profesional de Educadores Sociales de Andalucía� la necesidad 
de contar con una organización colegial en Andalucía que, por 
un lado, tutele y proteja los intereses generales de la población, 
garantizando la adecuada prestación de los servicios profesiona-
les, y, por otro, sea instrumento de defensa y mejora de los pro-
pios intereses profesionales. 

La función que en la sociedad realizan los educadores socia-
les, la protección de los intereses generales de la población que 
demanda una mayor calidad de vida con fundamento en el efec-
tivo cumplimiento del derecho a la educación, constitucional-
mente protegido, son los soportes para la ordenación de la profe-
sión y su control deontológico, constituyendo razones de interés 
público que avalan la creación del Colegio Oficial de Educadores 
Sociales en esta Comunidad Autónoma. 

La presente Ley se dicta en virtud de la competencia exclusi-
va que sobre colegios profesionales y ejercicio de las profesiones 
tituladas atribuye a esta Comunidad Autónoma el artículo 13.24 
del Estatuto de Autonomía, sin perjuicio de lo dispuesto en los 
artículos 36 y 139 de la Constitución, habiéndose cumplido, por 
otra parte, con el requisito establecido por el artículo 4.1 de la 
Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profesionales, para la 
creación de estas corporaciones. 

Artículo 1. Creación. 

Se crea el Colegio Oficial de Educadores Sociales de Andalucía 
como corporación de Derecho público, que adquirirá personalidad 
jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento 
de sus fines cuando se constituyan sus órganos de gobierno. 

Artículo 2. Ámbito territorial. 

El ámbito territorial de actuación del Colegio Oficial es el de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
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Artículo 3. Ámbito personal. 

Podrán integrarse en el Colegio Oficial de Educadores Socia-
les de Andalucía los profesionales que se encuentren en pose-
sión del título universitario oficial de Diplomado en Educación 
Social, establecido por Real Decreto 1420/1991, de 30 de agosto, 
o título extranjero equivalente debidamente homologado por la 
autoridad competente, sin perjuicio de lo que resulte de la apli-
cación de la normativa de la Unión Europea. 

Artículo 4. Obligatoriedad de la colegiación. 

Para el ejercicio de la profesión de Educador Social, en el 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía, se-
rá requisito indispensable la incorporación al Colegio Oficial de 
Educadores Sociales de Andalucía, sin perjuicio del respeto al 
principio de colegiación única establecido en la normativa básica 
estatal en materia de Colegios Profesionales; de lo dispuesto en el 
artículo 30 de la Ley 15/2001, de 26 de diciembre, por la que se 
aprueban medidas fiscales, presupuestarias, de control y adminis-
trativas, y de la aplicación de la normativa de la Unión Europea. 

Artículo 5. Relaciones con las Administraciones Públicas. 

El Colegio Oficial de Educadores Sociales de Andalucía se re-
lacionará con la Consejería competente en materia de colegios 
profesionales en lo referente a los aspectos institucionales y 
corporativos y, en lo relativo a los contenidos propios de la pro-
fesión, con las Consejerías de la Junta de Andalucía y con otras 
Administraciones Públicas, cuyas competencias incidan en el 
campo de la educación social. 

Disposición adicional única. Funciones de Consejo Andaluz 
de Colegios Profesionales. 

El Colegio Oficial de Educadores Sociales de Andalucía asu-
mirá, cuando proceda, las funciones que la Ley 6/1995, de 29 
de diciembre, establece para los Consejos Andaluces de Colegios 
Profesionales. 

Disposición transitoria primera. Elaboración de las normas 
reguladoras del periodo constituyente del Colegio. 

1. El titular de la Consejería de Justicia y Administración Pú-
blica designará una Comisión Gestora integrada por represen-

tantes de la Asociación Profesional de Educadores Sociales de 
Andalucía y por representantes de los Diplomados universitarios 
en Educación Social de Andalucía. 

2. La Comisión Gestora, en el plazo de seis meses, elaborará 
los Estatutos provisionales del Colegio Oficial de Educadores So-
ciales de Andalucía, que regularán, necesariamente, el procedi-
miento de convocatoria de la Asamblea constituyente del Colegio, 
su funcionamiento, los requisitos para la adquisición de la condi-
ción de colegiado, que permitirá participar en dicha Asamblea, así 
como la constitución de los órganos de gobierno del Colegio. 

3. La Comisión Gestora elaborará el censo de profesionales 
que reúnen los requisitos de titulación establecidos en el artícu-
lo 3 de esta Ley, así como de aquellos que se encuentren en algu-
no de los supuestos regulados en la disposición transitoria cuarta 
de la misma, constituyéndose, para ello, en Comisión de Habilita-
ción a los efectos de resolver las solicitudes de colegiación. 

4. Los Estatutos provisionales del Colegio serán remitidos a la 
Consejería de Justicia y Administración Pública, para su aprobación 
y publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

5. La Asamblea constituyente del Colegio deberá ser convo-
cada en el plazo de cuatro meses, contados a partir de la apro-
bación de los Estatutos provisionales del Colegio. 

6. La convocatoria de la Asamblea constituyente se publicará 
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y, al menos, en 
dos de los periódicos de mayor difusión en la Comunidad Autó-
noma, con una antelación mínima de dos meses respecto de la 
fecha de su celebración. 

Disposición transitoria segunda. Funciones de la Asamblea 
constituyente. 

La Asamblea constituyente del Colegio Oficial de Educadores 
Sociales de Andalucía deberá pronunciarse sobre la gestión rea-
lizada por la Comisión Gestora, aprobar los Estatutos definitivos 
del Colegio y proceder a la elección de las personas que ocupa-
rán los cargos correspondientes en los órganos de gobierno co-
legiales. 

Disposición transitoria tercera. Aprobación de los Estatutos 
por la Administración. 

Los Estatutos, una vez aprobados por la Asamblea constitu-
yente, junto con el acta certificada, serán remitidos a la Conseje-
ría de Justicia y Administración Pública para la verificación de 
su legalidad, inscripción en el Registro de Consejos Andaluces 
de Colegios Profesionales y publicación en el Boletín Oficial de 
la Junta de Andalucía. 
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Disposición transitoria cuarta. Integración de otros profesio-
nales. 

1. Podrán integrarse en el Colegio Oficial de Educadores So-
ciales de Andalucía, si solicitan su habilitación en el plazo de los 
dos años siguientes a la entrada en vigor de la presente ley, los 
profesionales que trabajen en el campo de la educación social, 
estén comprendidos en alguno de los siguientes supuestos y lo 
acrediten fehacientemente: 

a) Los profesionales que hayan cursado estudios específicos en 
el campo de la educación social, con una duración mínima de tres 
años académicos iniciados con anterioridad al curso 2001-2002, y 
que acrediten tres años de dedicación exclusiva en tareas pro-
pias de la educación social dentro de los diez años anteriores a 
la entrada en vigor de esta Ley. 

b) Los profesionales que, habiendo iniciado estudios con an-
terioridad al curso 2001-2002, estén en posesión de cualquier 
titulación universitaria de licenciado o diplomado, y que acredi-
ten tres años de dedicación exclusiva en tareas propias de la 
educación social dentro de los diez años anteriores a la entrada 
en vigor de esta Ley. 

c) Los profesionales que acrediten capacidad profesional prác-
tica y ocho años de ejercicio profesional con dedicación plena o 
principal en tareas propias de la educación social dentro de los 
veinte años anteriores a la entrada en vigor de esta Ley. 

2. La Comisión de Habilitación o, en su caso, el órgano colegial 
que se designe en los Estatutos deberá verificar si los profesiona-
les que, de acuerdo con lo establecido en el número 1 de la pre-
sente disposición transitoria, soliciten su incorporación al Colegio 
reúnen los requisitos dispuestos en la misma. 

Disposición final primera. Desarrollo de la ley. 

Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar cuantas dispo-
siciones sean precisas para el desarrollo y ejecución de lo pre-
visto en esta Ley. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su pu-
blicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

 

7-04/PL-000003, Proyecto de Ley de Fundaciones 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía 

 

Envío a la Comisión de Justicia y Régimen de la Administración 
Pública 
Apertura del plazo de quince días hábiles, a partir de su publica-
ción, para la presentación de enmiendas a la totalidad 
Sesión de la Mesa del Parlamento de 2 de junio de 2004 
Orden de publicación de 2 de junio de 2004 

PROYECTO DE LEY DE FUNDACIONES DE LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

La Constitución Española de 1978, en su artículo 34, recono-
ce el derecho de fundación para fines de interés general, con 
arreglo a la ley. En su artículo 53.1, nuestra Carta Magna con-
templa también esta reserva, ya que sólo por ley, que en todo 
caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en el capítulo 
segundo del título primero. 

Tras la Constitución, y antes de citar la norma legal que regu-
la específicamente la figura de las fundaciones, es de rigor men-
cionar otra norma que contiene preceptos de aplicación general, 
que no son exclusivos de la figura estudiada, pero sí aplicables a 
la misma. 

Así, el Código Civil menciona en algunos de sus preceptos a 
las fundaciones, en aspectos tales como la nacionalidad (artícu-
lo 28), personalidad jurídica (35), regulación de la capacidad 
civil (37 y 38), su extinción y el destino de sus bienes (39), do-
micilio (41) y actuación en la aceptación o repudiación de 
herencias (993). 

El Código Civil, por tanto, regula las fundaciones desde su 
perspectiva de persona jurídica, al igual que se hace en el Dere-
cho Comparado europeo en general. Regula así el nacimiento y 
extinción de las mismas. La naturaleza dual del derecho de fun-
dación, con aspectos tanto públicos como privados, hace que es-
temos ante unas entidades jurídicas de derecho privado, pero 
destinadas a la consecución de un interés general o público, 
cual es la satisfacción de determinadas necesidades, que bien 
pudieran ser de carácter docente, artístico, benéfico, laboral, 
asistencial, cultural y similares. Esto las convierte en colabora-
doras de los poderes públicos, en el ejercicio de sus actividades 
de interés general. 
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Consecuencia obligada de lo anterior es el sometimiento de 
las fundaciones a la tutela y protección de los poderes públicos, 
precisamente como garantía de cumplimiento de la voluntad 
fundacional, plasmada en una finalidad de interés general. Es 
por esto por lo que la normativa que las regule en su conjunto 
deba ser, no únicamente de carácter civil, sino también una le-
gislación de carácter administrativo. 

Así es como se llegó a la aprobación por el Estado de la 
Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de incenti-
vos fiscales a la participación privada en actividades de interés 
general. Esta Ley ha sido recientemente derogada por otras dos: 
la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las en-
tidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mece-
nazgo, y la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones. 
Esta segunda norma, en su disposición final primera, establece 
tres grupos de preceptos que son de aplicación general en todo 
el Estado, al amparo del artículo 149.1 de la Constitución, apar-
tados 1ª, 6ª y 8ª, siendo el resto de preceptos de aplicación a las 
fundaciones de competencia estatal exclusivamente. 

II 

Por otra parte, el Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
aprobado por la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, esta-
blece en su artículo 13.25 que la Comunidad Autónoma de An-
dalucía tiene competencia exclusiva sobre las fundaciones y 
asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico-
asistencial y similares, que desarrollen principalmente sus fun-
ciones en Andalucía. Asimismo, según el artículo 41.2 del propio 
Estatuto, en el ejercicio de las competencias exclusivas de Andalu-
cía corresponden al Parlamento la potestad legislativa y al Consejo 
de Gobierno la potestad reglamentaria y la función ejecutiva. 

En el ejercicio de sus competencias, hasta el momento ac-
tual, la Comunidad Autónoma de Andalucía no había elaborado 
norma alguna que, de manera integral, regulase las fundaciones 
que desarrollen principalmente sus funciones en Andalucía. Sin 
embargo, sí ha efectuado una regulación parcial en distintas 
normas sectoriales que, de una forma u otra, afectan, aún de 
forma tangencial, a esta institución. 

Así, por el Decreto 89/1985, de 2 de mayo, se creó el Registro 
de Fundaciones Privadas de carácter Cultural y Artístico, Asocia-
ciones y Entidades análogas, y por la Orden de 3 de julio de 1985, 
de la Consejería de Cultura, se reguló su funcionamiento. 

Por otra parte, la Ley 2/1988, de 4 de abril, de Servicios So-
ciales, establece en su artículo 17.10 que corresponde a la Ad-
ministración autonómica el ejercicio del protectorado sobre las 
fundaciones de carácter social en el ámbito de competencia de 
dicha Ley. 

La Ley 8/1997, de 23 de diciembre, introdujo en la Ley 5/1983, 
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, un nuevo artículo 6 bis, en el que se 
regula el régimen económico de las fundaciones en las que sea 
mayoritaria la representación, directa o indirecta, de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía y se establece que para su crea-
ción y extinción, así como para la adquisición o pérdida de la 
representación mayoritaria, se requerirá autorización del Conse-
jo de Gobierno. El artículo 106 de esta misma Ley 5/1983, in-
troducido por la Ley 7/1996, de 31 de julio, establece que las 
fundaciones bajo protectorado de la Administración de la Junta 
de Andalucía podrán ser consideradas entidades colaboradoras 
en la gestión de las subvenciones. 

Más recientemente, la Ley 12/1999, de 15 de diciembre, de 
Turismo de Andalucía, establece en su artículo 34.1 e) que las 
asociaciones, fundaciones y entes cuya finalidad esencial sea el 
fomento del turismo se inscribirán en el Registro de Turismo de 
Andalucía. 

De mayor importancia en la materia sería la Ley 15/1999, 
de 16 de diciembre, de Cajas de Ahorros de Andalucía. Según 
su artículo 2, las Cajas de Ahorro domiciliadas en Andalucía, con 
o sin Monte de Piedad, son entidades de crédito de naturaleza 
fundacional y de carácter social, sin ánimo de lucro, que orientan 
su actividad a la consecución de fines de interés público. Además, 
en cuanto a su régimen jurídico, se les aplicará, con carácter su-
pletorio y en lo que proceda, la normativa propia de las fundacio-
nes. Esta Ley crea, en su Título III, el Registro de Cajas de Ahorros 
de Andalucía, adscrito a la Consejería de Economía y Hacienda, el 
cual consta de tres secciones, inscribiéndose en la tercera de ellas 
las fundaciones de las Cajas de Ahorros con domicilio social en 
Andalucía, que gestionen total o parcialmente la obra social. Lo 
cual no es obstáculo para su inscripción en el Registro de Funda-
ciones de Andalucía, previsto en esta Ley. 

III 

Con todo lo anterior, y dada la importancia que tiene en la 
vida social el ejercicio del derecho de fundación del artículo 34 
de la Constitución, considera oportuno el legislador andaluz 
proceder a la aprobación de una Ley propia de la Comunidad 
Autónoma en la materia, en consonancia con lo que ya han rea-
lizado algunas Comunidades Autónomas de nuestro Estado. 

Es, por tanto, una de las pretensiones de la presente Ley do-
tar a la Comunidad Autónoma de Andalucía de una normativa 
propia que responda a la realidad sociológica actual y demandas 
existentes. Otro de sus objetivos, dado el dinamismo y vitalidad 
de la sociedad civil andaluza, es ofrecer un marco regulador, 
inspirado fundamentalmente en la libertad, desde una perspec-
tiva de protección, promoción y estímulo de estas instituciones 
no lucrativas reconocidas constitucionalmente. 
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Con estricto respeto al marco constitucional, estatutario y legal 
anteriormente reseñado, la presente Ley pretende regular las fun-
daciones de competencia de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, con la finalidad de potenciar la creación de estas entidades y 
su desarrollo y, por tanto, la consecución en su territorio de los 
fines de interés general que constituyen el objeto fundacional. 

Resaltamos con ello la institución de las fundaciones, como 
instrumento idóneo de participación de la sociedad andaluza en 
la acción cultural, científica, de bienestar social y otros ámbitos, 
manifestándose como una expresión creativa del ánimo altruis-
ta y solidario de sus miembros. Son, por tanto, entidades no lu-
crativas con un papel propio que cumplir en el marco del Esta-
do Social y Democrático de Derecho. Así, se reconoce la vital 
importancia de las fundaciones en el campo de la acción social, 
como medio fundamental de coparticipación de los ciudadanos 
en el sector público, mediante actividades de interés general. 

IV 

La presente Ley se estructura en diez CAPÍTULOS, que constan 
de cincuenta y seis artículos, cinco disposiciones adicionales, 
tres disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y tres 
disposiciones finales. 

El CAPÍTULO I regula las disposiciones generales de la Ley, en-
tre las que podemos citar cuestiones tales como su objeto y su 
ámbito de aplicación, el régimen jurídico de las fundaciones sus 
fines y beneficiarios, domicilio y personalidad jurídica, así como 
las fundaciones extranjeras que actúen en Andalucía. 

Por su parte, la constitución de las fundaciones es el conte-
nido del CAPÍTULO II, regulándose aspectos tales como la capaci-
dad para fundar, la constitución de fundaciones por personas 
jurídico-públicas, los modos de constitución de las fundaciones, 
y el acto fundacional mortis causa, y figuras tales como la escri-
tura pública de constitución, los Estatutos de la fundación, las 
fundaciones en proceso de formación y la dotación económica o 
patrimonial de la fundación. 

El CAPÍTULO III se dedica al gobierno de las fundaciones. Se re-
gula así el Patronato, como tal órgano de gobierno, su composi-
ción y cargos, la forma de aceptación del cargo de patrono, la gra-
tuidad del mismo, la delegación de sus facultades o la gerencia u 
otros órganos de asistencia, la forma de adopción de los acuerdos, 
su impugnación, las actas y las obligaciones y responsabilidad de 
los patronos, así como su cese, sustitución y suspensión. 

El régimen económico de las fundaciones reviste una gran im-
portancia y a ello se dedica el contenido del CAPÍTULO IV de la Ley. 
Se regula así la titularidad de los bienes y derechos de la funda-
ción, la administración del patrimonio de la misma y su dispo-
sición, la enajenación y gravamen de los bienes de la fundación, y 
la posibilidad de adquirir bienes por herencia o donación. 

En el CAPÍTULO V se regula el funcionamiento y actividad de las 
fundaciones, mediante sus principios de actuación, la obtención y 
destino de sus ingresos, sus actividades económicas, su contabili-
dad y presupuestos, aprobación y presentación de cuentas, así 
como las figuras de la auditoría y la autocontratación. 

Una vez creada una fundación, la vida de ésta puede sufrir cier-
tas vicisitudes que provoquen cambios relevantes en la misma, in-
cluso su propia extinción y liquidación. Estas circunstancias, como 
las posibles fusiones, deben manifestarse en una modificación de 
los Estatutos. Todo esto se recoge en el CAPÍTULO VI de la Ley. 

Por su parte, los CAPÍTULOS VII, VIII y IX de la Ley regulan tres 
figuras de gran importancia, como son el Protectorado de las 
Fundaciones Andaluzas, el Registro de Fundaciones de Andalu-
cía y el Consejo de Fundaciones de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, respectivamente. 

Por último, el CAPÍTULO X regula determinadas previsiones 
específicas para las fundaciones del sector público de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, que serán aquellas en las que 
exista una representación mayoritaria, ya sea ésta económica o 
en los órganos de la fundación, directa o indirecta, de la Junta 
de Andalucía. 

Finalmente, en las DISPOSICIONES ADICIONALES se enumeran, 
en primer lugar, los preceptos de esta Ley que se han redactado 
conforme a la normativa de aplicación de carácter general de la 
Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones. Asimismo, se 
abordan determinados preceptos relativos a las fundaciones de las 
Cajas de Ahorros y Universidades; se regula la posibilidad de re-
querir del Registro de Fundaciones de competencia estatal o de 
los Protectorados del mismo ámbito la documentación e infor-
mación relativas a las fundaciones domiciliadas en el territorio 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como ciertas obli-
gaciones de los fedatarios públicos. En las DISPOSICIONES TRANSI-

TORIAS, de una parte, se establece un plazo de tres años, desde la 
entrada en vigor de esta Ley, para que las fundaciones preexis-
tentes adapten a la misma sus Estatutos y, de otro lado, se regu-
la el régimen transitorio de los Protectorados actualmente exis-
tentes y la adaptación a esta Ley de los Estatutos de las 
fundaciones del sector público de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía en el plazo de un año desde la entrada en vigor. 

  

CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto de la Ley y ámbito de aplicación. 

1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de las fun-
daciones de competencia de la Comunidad Autónoma de Anda-
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lucía, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13.25 del Esta-
tuto de Autonomía. 

2. Son fundaciones las organizaciones constituidas sin ánimo 
de lucro y que, por voluntad de sus creadores, tienen afectado de 
modo duradero su patrimonio a la realización de fines de inte-
rés general. 

3. Se consideran incluidas en el ámbito de aplicación de la 
presente Ley las fundaciones que desarrollen principalmente 
sus funciones en Andalucía, entendiéndose por tales aquellas 
fundaciones cuya actividad, sin perjuicio del establecimiento de 
relaciones instrumentales con terceros en diferente ámbito te-
rritorial, sea desarrollada en la Comunidad Autónoma, y así se 
disponga en sus Estatutos.  

Asimismo, estarán incluidas en el ámbito de aplicación de 
esta Ley las delegaciones de las fundaciones extranjeras que 
desarrollen principalmente sus actividades en Andalucía. 

Artículo 2. Régimen jurídico de las fundaciones. 

Las fundaciones se rigen por la voluntad del fundador, por 
sus Estatutos y, en todo caso, por la Ley. 

Artículo 3. Fines y beneficiarios. 

1. Las fundaciones deberán perseguir fines de interés general 
como pueden ser, entre otros, los de defensa de los derechos 
humanos, de las víctimas del terrorismo y actos violentos, asis-
tencia social e inclusión social, cívicos, educativos, culturales, 
científicos, deportivos, sanitarios, laborales, de fortalecimiento 
institucional, de cooperación para el desarrollo, de promoción 
del voluntariado y de respaldo a la igualdad de oportunidades 
entre hombres y mujeres, o cualesquiera otros de análoga natu-
raleza, de promoción de la acción social, de defensa del medio 
ambiente, y de fomento de la economía social, de promoción y 
atención a las personas en riesgo de exclusión por razones físicas, 
sociales o culturales, de promoción de los valores constitucionales 
y estatutarios y de defensa de los principios democráticos, de fo-
mento de la tolerancia, de desarrollo de la sociedad de la infor-
mación, o de investigación científica y desarrollo tecnológico. 

2. La finalidad fundacional debe beneficiar a colectividades 
genéricas de personas. Tendrán esta consideración los colectivos 
de trabajadores de una o varias empresas y sus familiares. 

3. En ningún caso podrán constituirse fundaciones con la fi-
nalidad principal de destinar sus prestaciones al fundador o a 
los patronos, a sus cónyuges o personas ligadas con análoga re-
lación de afectividad, o a sus parientes hasta el cuarto grado in-
clusive, así como a personas jurídicas singularizadas que no 
persigan fines de interés general. 

4. No se incluyen en el apartado anterior las fundaciones cu-
ya finalidad exclusiva o principal sea la conservación y restaura-
ción de bienes del patrimonio histórico español, siempre que 
cumplan las exigencias tanto de la Ley 16/1985, de 25 de junio, 
del Patrimonio Histórico Español, como de la Ley 1/1991, de 3 de 
julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía, en particular respecto 
de los deberes de visita y exposición pública de dichos bienes. 

Artículo 4. Personalidad jurídica. 

1. Las fundaciones tendrán personalidad jurídica desde la 
inscripción de la escritura pública de su constitución en el Re-
gistro de Fundaciones de Andalucía. La inscripción sólo podrá 
ser denegada cuando dicha escritura no se ajuste a las prescrip-
ciones de la Ley. 

2. Sólo las entidades inscritas en el Registro al que se refiere 
el apartado anterior podrán utilizar la denominación de Funda-
ción Andaluza. 

Artículo 5. Denominación. 

1. La denominación de las fundaciones se ajustará a las si-
guientes reglas: 

a) Deberá figurar la expresión �Fundación Andaluza�, y no 
podrá coincidir o asemejarse de manera que pueda crear confu-
sión con ninguna otra previamente inscrita en los Registros de 
Fundaciones. 

b) No podrán incluirse términos o expresiones que resulten 
contrarios a las leyes o que puedan vulnerar los derechos fun-
damentales de las personas. 

c) No podrá formarse exclusivamente con el nombre de Es-
paña, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades Loca-
les, ni utilizar el nombre de organismos oficiales o públicos, 
tanto nacionales como internacionales, salvo que se trate del 
propio de las entidades fundadoras. 

d) La utilización del nombre o seudónimo de una persona fí-
sica o de la denominación o acrónimo de una persona jurídica 
distintos del fundador deberá contar con su consentimiento ex-
preso o, en caso de ser incapaz, con el de su representante legal. 

e) No podrán adoptarse denominaciones que hagan referen-
cia a actividades que no se correspondan con los fines funda-
cionales, o induzcan a error o confusión respecto de la natura-
leza o actividad de la fundación. 

f) Se observarán las prohibiciones y reservas de denomina-
ción previstas en la legislación vigente. 

2. No se admitirá ninguna denominación que incumpla cual-
quiera de las reglas establecidas en el apartado anterior, o cons-
te que coincide o se asemeja con la de una entidad preexistente 
inscrita en otro Registro público, o con una denominación pro-
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tegida o reservada a otras entidades públicas o privadas por su 
legislación específica. 

Artículo 6. Domicilio. 

1. Deberán estar domiciliadas en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía las fundaciones que desarrollen principalmente su 
actividad dentro del territorio andaluz. 

2. Las fundaciones tendrán su domicilio estatutario en el lu-
gar donde se encuentre la sede de su Patronato, o bien en el lugar 
en que desarrollen principalmente sus actividades. 

Las fundaciones que se inscriban en el Registro previsto en la 
presente Ley para desarrollar una actividad principal en el ex-
tranjero tendrán su domicilio estatutario en la sede de su Patro-
nato dentro del territorio andaluz. 

Artículo 7. Fundaciones extranjeras. 

1. Las fundaciones extranjeras que pretendan ejercer sus ac-
tividades de forma estable y desarrollen principalmente sus acti-
vidades en la Comunidad Autónoma de Andalucía deberán man-
tener una delegación en territorio andaluz, que constituirá su 
domicilio a los efectos de esta Ley, e inscribirse en el Registro de 
Fundaciones de Andalucía. 

2. La fundación extranjera que pretenda su inscripción debe-
rá acreditar ante el citado Registro que ha sido válidamente 
constituida con arreglo a su ley personal 

La inscripción podrá denegarse cuando no se acredite la cir-
cunstancia señalada en el párrafo anterior, así como cuando los 
fines no sean de interés general con arreglo al ordenamiento 
español. 

3. Las fundaciones extranjeras que incumplan los requisitos 
establecidos en este artículo no podrán utilizar la denominación 
de �Fundación�. 

4. Las delegaciones en Andalucía de fundaciones extranjeras 
quedarán sometidas al Protectorado previsto en el capítulo VII 
de la presente Ley, siéndoles de aplicación el régimen jurídico 
previsto para las fundaciones andaluzas. 

CAPÍTULO II 
De la constitución de las fundaciones 

Artículo 8. Capacidad para fundar. 

1. Podrán constituir fundaciones tanto las personas físicas 
como las personas jurídicas, ya sean éstas públicas o privadas. 

2. Las personas físicas requerirán de capacidad para dispo-
ner gratuitamente, inter vivos o mortis causa, de los bienes y 
derechos en que consista la dotación. 

3. Las personas jurídicas privadas de índole asociativa reque-
rirán el acuerdo expreso del órgano competente para disponer 
gratuitamente de sus bienes, con arreglo a sus Estatutos o a la 
legislación que les resulte aplicable. Las de índole institucional 
deberán contar con el acuerdo de su órgano rector. 

4. Las personas jurídico-públicas tendrán capacidad para 
constituir fundaciones, salvo que sus normas reguladoras esta-
blezcan lo contrario. 

Artículo 9. Modalidades de constitución. 

1. La fundación podrá constituirse por actos inter vivos o 
mortis causa. 

2. La constitución de la fundación por acto inter vivos se 
realizará mediante escritura pública con el contenido que de-
termina el artículo 11 de la presente Ley. 

Artículo 10. Acto fundacional mortis causa. 

1. La constitución de la fundación por acto mortis causa se 
realizará testamentariamente, cumpliéndose en el testamento 
los requisitos establecidos en el artículo siguiente para la escri-
tura pública de constitución. 

2. Si en la constitución de una fundación por acto mortis 
causa el testador se hubiera limitado a establecer su voluntad 
de crear una fundación y de disponer de los bienes y derechos de 
la dotación, la escritura pública en la que se contengan los de-
más requisitos exigidos por la ley se otorgará por el albacea tes-
tamentario y, en su defecto, por los herederos testamentarios. 
En caso de que éstos no existieran, o incumplieran esta obliga-
ción, la escritura se otorgará por el Protectorado, previa autori-
zación judicial. 

Artículo 11. Escritura pública de constitución. 

La escritura pública de constitución de una fundación deberá 
contener, al menos, los siguientes extremos: 

a) El nombre, apellidos, edad y estado civil del fundador o 
fundadores, si son personas físicas, y su denominación o razón 
social, si son personas jurídicas, y en ambos casos, su naciona-
lidad y domicilio y número de identificación fiscal. 

b) La voluntad de constituir una fundación. 
c) La dotación, su valoración y la forma y realidad de su 

aportación. 
d) Los Estatutos de la fundación, cuyo contenido se ajustará 

a las previsiones del artículo siguiente. 
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e) La identificación de las personas que integran el Patronato 
así como su aceptación, si la misma se efectúa en el momento 
fundacional. 

f) La certificación del Registro de Fundaciones de Andalucía 
que acredite que la denominación pretendida no coincida o se 
asemeje, de manera que pudiera crear confusión, con la de al-
guna otra fundación previamente inscrita o con alguna denomi-
nación sobre cuya utilización exista reserva temporal. Para emi-
tir dicha certificación, el Registro de Fundaciones de Andalucía 
consultará previamente con la sección de denominaciones del 
Registro de Fundaciones de competencia estatal. 

Artículo 12. Estatutos de la fundación. 

1. En los Estatutos de las fundaciones se hará constar: 
a) La denominación de la entidad. 
b) Los fines fundacionales. 
c) El domicilio de la fundación y el ámbito territorial en que 

haya de desarrollar principalmente sus actividades. 
d) Las reglas básicas para la aplicación de los recursos al 

cumplimiento de los fines fundacionales y para la determina-
ción de los beneficiarios. 

e) La composición del Patronato, las reglas para la designa-
ción y sustitución de sus miembros, las causas de su cese, sus 
atribuciones y la forma de deliberar y adoptar acuerdos. 

f) Cualesquiera otras disposiciones y condiciones lícitas que 
el fundador o los fundadores tengan a bien establecer. 

2. Toda disposición de los Estatutos de la fundación o mani-
festación de la voluntad del fundador que sea contraria a la Ley 
se tendrá por no puesta, salvo que afecte a la validez constitutiva 
de aquélla. En este último caso, no procederá la inscripción de 
la fundación en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 13. Fundaciones en proceso de formación. 

1. Otorgada la escritura fundacional, y en tanto se procede a 
la inscripción en el Registro de Fundaciones de Andalucía, el Pa-
tronato de la fundación realizará, además de los actos necesa-
rios para la inscripción, únicamente aquellos otros que resulten 
indispensables para la conservación de su patrimonio y los que 
no admitan demora, sin perjuicio para la fundación, los cuales 
se entenderán automáticamente asumidos por ésta cuando ob-
tenga personalidad jurídica. 

2. Transcurridos seis meses desde el otorgamiento de la es-
critura pública fundacional sin que los patronos hubiesen ins-
tado la inscripción en el Registro de Fundaciones de Andalucía, 
el Protectorado procederá a cesar a los patronos, quienes res-
ponderán solidariamente de las obligaciones contraídas en nom-

bre de la fundación y por los perjuicios que ocasione la falta de 
inscripción. 

Asimismo, el Protectorado procederá a nombrar nuevos pa-
tronos, previa autorización judicial, que asumirán la obligación 
de inscribir la fundación en el Registro de Fundaciones de Anda-
lucía. 

Artículo 14. Dotación de la fundación. 

1. La dotación, que podrá consistir en bienes y derechos de 
cualquier clase, ha de ser adecuada y suficiente para el cum-
plimiento de los fines fundacionales. Se presumirá suficiente la 
dotación cuyo valor económico alcance los 30.000 euros. 

Cuando la dotación sea de inferior valor, el fundador deberá 
justificar su adecuación y suficiencia a los fines fundacionales 
mediante la presentación del primer programa de actuación, 
junto con un estudio económico que acredite su viabilidad utili-
zando exclusivamente dichos recursos. 

2. Si la aportación es dineraria, podrá efectuarse en forma 
sucesiva. En tal caso, el desembolso inicial será, al menos, 
del 25 por 100 de la cuantía establecida, y el resto se deberá 
hacer efectivo en un plazo no superior a cinco años, contados 
desde el otorgamiento de la escritura pública de constitución de 
la fundación. 

Si la aportación no es dineraria, deberá incorporarse a la es-
critura de constitución tasación realizada por un experto inde-
pendiente. 

En uno y otro caso, deberá acreditarse o garantizarse la reali-
dad de las aportaciones ante el notario autorizante, en los tér-
minos que reglamentariamente se establezcan. 

3. Se aceptará como dotación el compromiso de aportacio-
nes de terceros, siempre que dicha obligación conste en títulos 
de los que llevan aparejada ejecución. 

4. Formarán también parte de la dotación los bienes y dere-
chos de contenido patrimonial que durante la existencia de la 
fundación se aporten en tal concepto por el fundador o por ter-
ceras personas, o que se afecten por el Patronato, con carácter 
permanente, a los fines fundacionales. 

5. En ningún caso se considerará dotación el mero propósito 
de recaudar donativos. 

CAPÍTULO III 
Del gobierno de las fundaciones 

Artículo 15. Patronato de la fundación. 

1. En toda fundación deberá existir, con la denominación de 
Patronato, un órgano de gobierno y representación de la misma. 
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2. Corresponde al Patronato cumplir los fines fundacionales 
y administrar con diligencia los bienes y derechos que integran 
el patrimonio de la fundación, manteniendo el rendimiento y 
utilidad de los mismos. 

Artículo 16. Composición del Patronato. 

1. El Patronato es un órgano colegiado que ha de estar inte-
grado, como mínimo, por tres personas físicas o jurídicas, ya 
sean éstas públicas o privadas, que se denominarán patronos y 
tendrán las obligaciones previstas en el artículo 24 de la presen-
te Ley. 

2. Las personas físicas, que deberán poseer plena capacidad de 
obrar y no podrán estar inhabilitadas para el ejercicio de cargos 
públicos, pueden ser designadas directamente o por razón de su 
cargo. Cuando la cualidad de patrono es atribuida a la persona ti-
tular de un cargo, podrá actuar en su nombre la persona que le-
galmente lo sustituye. Excepto tal previsión, los patronos personas 
físicas no pueden delegar la representación, debiendo ejercer su 
cargo de patrono personalmente. 

No obstante, podrá actuar en nombre y representación de un 
patrono otro patrono por él designado. Esta actuación será 
siempre para actos concretos y deberá ajustarse a las instruc-
ciones que, en su caso, el representado formule por escrito. 

3. Las personas jurídicas integrantes del Patronato han de 
estar representadas en el mismo, de una manera estable, por la 
persona física que tenga su representación de acuerdo con las 
normas que la regulen, o por alguna otra persona física desig-
nada con esta finalidad por el órgano competente. Si la persona 
física designada lo es por razón de su cargo, es aplicable lo que 
establece el apartado anterior por lo que respecta a la posibili-
dad de sustitución. 

4. El nombramiento de patronos se ha de inscribir en el Re-
gistro de Fundaciones. En el caso de personas jurídicas, tam-
bién se ha de inscribir el nombre de la persona que tiene la re-
presentación. 

Artículo 17. Cargos. 

1. El Patronato deberá elegir, de entre sus miembros, a un 
Presidente, salvo que su designación estuviera ya prevista de al-
guna otra manera en la escritura de constitución o en los Esta-
tutos. 

2. El cargo de Secretario podrá recaer tanto en un patrono 
como en una persona que no sea miembro del Patronato. En 
este segundo supuesto, el Secretario tendrá voz, pero no voto. 
Será nombrado por el Patronato y le corresponderá, además de 
las tareas que éste le asigne, la de la certificación de los acuer-
dos adoptados por el propio Patronato. 

Artículo 18. Aceptación del cargo de patrono. 

Los patronos comenzarán a ejercer sus funciones después de 
haber aceptado de manera expresa el cargo, ya sea en documen-
to público, en documento privado con firma legitimada nota-
rialmente, o mediante comparecencia realizada al efecto en el 
Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Igualmente, la aceptación del cargo de patrono podrá llevarse 
a cabo ante el Patronato, acreditándose a través de certificación 
expedida por el Secretario, con firma legitimada notarialmente. 

En todo caso, la aceptación será inscrita en el Registro de 
Fundaciones de Andalucía y notificada formalmente al Protecto-
rado. 

Artículo 19. Gratuidad del cargo de patrono. 

1. Los patronos ejercerán su cargo gratuitamente, sin que 
puedan percibir retribución alguna, ni en dinero ni en especie, 
por el desempeño de su función. No obstante, sí tendrán dere-
cho a ser reembolsados de los gastos, debidamente justificados, 
que el desempeño de su función les ocasione, salvo disposición 
en contra del fundador. 

2. Pese a lo establecido en el apartado anterior, y salvo que el 
fundador hubiese dispuesto lo contrario, el Patronato podrá fijar 
una retribución adecuada a aquellos patronos que presten a la 
fundación servicios distintos de los que implica el desempeño 
de las funciones que les corresponden como miembros del Pa-
tronato, previa autorización del Protectorado. 

Artículo 20. Delegación de facultades y apoderamientos. 

1. Salvo prohibición expresa de los Estatutos de la Funda-
ción, el Patronato podrá delegar sus facultades en uno o más de 
sus miembros, con funciones y responsabilidades mancomuna-
das o solidarias, según se determine. No serán delegables, en 
ningún caso, los siguientes actos: 

a) La aprobación de las cuentas, del presupuesto y del plan 
de actuación. 

b) La modificación de los Estatutos. 
c) La fusión, extinción o liquidación de la fundación. 
d) Los actos de constitución de otra persona jurídica, los de 

participación o venta de participaciones en otras personas jurí-
dicas cuyo importe supere el 20 por 100 del activo de la funda-
ción, el aumento o la disminución de la dotación, y también los 
de fusión, de escisión, de cesión global de todos o de parte de 
los activos y los pasivos, o los de disolución de sociedades u 
otras personas jurídicas. 
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e) Todos aquellos otros actos que requieran la autorización 
del Protectorado. 

2. Igualmente, el Patronato podrá otorgar y revocar poderes ge-
nerales y especiales, salvo que los Estatutos dispongan lo contrario. 

3. Tanto las delegaciones permanentes como los apodera-
mientos generales que no sean para pleitos, así como sus revo-
caciones, deberán ser inscritas en el Registro de Fundaciones de 
Andalucía. 

Artículo 21. Gerencia. 

1. En los Estatutos de la fundación se podrá encomendar el 
ejercicio de la gestión ordinaria o administrativa de sus activida-
des a un gerente o cargo similar, que podrá ser persona física o 
jurídica, pero siempre con acreditada solvencia técnica al res-
pecto, y con la remuneración adecuada a las funciones desem-
peñadas. 

2. Su nombramiento, cese, condiciones contractuales y re-
muneración anual pactada por todos los conceptos, deberán no-
tificarse al Protectorado de Fundaciones de Andalucía. 

3. Igualmente, también en los Estatutos se podrá prever la 
existencia de otros órganos de asistencia al Patronato, sin per-
juicio de lo establecido anteriormente. 

Artículo 22. Adopción de acuerdos. 

1. Para que el Patronato pueda adoptar acuerdos deberá estar 
válidamente constituido conforme a las reglas que establezcan los 
Estatutos de la fundación respecto al quórum necesario, que 
nunca podrá ser inferior a la mitad más uno de los patronos. 

2. El Patronato adoptará sus acuerdos por mayoría en los tér-
minos establecidos en los Estatutos. 

3. En el supuesto de producirse conflicto de intereses o dere-
chos entre la fundación y alguno de sus patronos, los afectados 
no participarán en la decisión que deba adoptar el Patronato, 
que es el órgano competente para determinar, por mayoría sim-
ple de los asistentes, si concurre o no dicho conflicto. 

Artículo 23. Actas. 

Las fundaciones deben de llevar un libro de actas, que ha de 
reunir las actas de las reuniones del Patronato y demás órganos 
de la fundación, autenticadas en la forma que establezcan los 
Estatutos o, en su defecto, con la firma del Secretario y el visto 
bueno del Presidente. 

Artículo 24. Obligaciones de los patronos. 

Los patronos tienen, además de las obligaciones que los Esta-
tutos pudieran establecer, las siguientes: 

a) Cumplir y hacer cumplir fielmente los fines fundaciona-
les, de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley, en la legislación es-
tatal aplicable y en los Estatutos de la fundación. 

b) Administrar los bienes y derechos que integran el patri-
monio de la fundación, manteniendo plenamente el rendimien-
to, utilidad y productividad de los mismos, según los criterios 
económico-financieros de un buen gestor. 

c) Asistir a las reuniones del Patronato y velar por la legalidad 
de los acuerdos que en él se adopten. 

d) Realizar los actos necesarios para la inscripción de la fun-
dación en el Registro. 

Artículo 25. Responsabilidad de los patronos. 

1. Los patronos deberán desempeñar el cargo con la diligen-
cia de un representante leal. 

2. Los patronos responderán solidariamente frente a la fun-
dación de los daños y perjuicios que causen por actos contrarios 
a la Ley o a los Estatutos, o por los realizados sin la diligencia 
con la que deben desempeñar el cargo. Quedarán exentos de 
responsabilidad quienes hayan votado en contra del acuerdo, y 
quienes prueben que, no habiendo intervenido en su adopción y 
ejecución, desconocían su existencia o, conociéndola, hicieron 
todo lo conveniente para evitar el daño o, al menos, se opusie-
ron expresamente a aquél. 

3. La acción de responsabilidad se entablará ante la autori-
dad judicial, y en nombre de la fundación: 

a) Por el propio órgano de gobierno de la fundación, previo 
acuerdo motivado, en cuya adopción no participará el patrono 
afectado. 

b) Por el Protectorado, en los términos establecidos en el ar-
tículo 45 g). 

c) Por los patronos disidentes o ausentes, en los términos del 
apartado anterior, así como por el fundador cuando no fuere 
patrono. 

Artículo 26. Cese de los patronos. 

1. El cese de los patronos de una fundación se producirá en 
los siguientes supuestos: 

a) Por muerte o declaración de fallecimiento, así como por 
la extinción de la persona jurídica. 

b) Por incapacidad, inhabilitación o incompatibilidad, de 
acuerdo con lo que establezca la Ley. 
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c) Por cese en el cargo por razón del cual fueron nombrados 
miembros del Patronato. 

d) Por no desempeñar el cargo con la diligencia prevista en 
el artículo 25.1, si así se declara en resolución judicial 

e) Por resolución judicial que acoja la acción de responsabi-
lidad por los actos mencionados en el apartado 2 del artículo 
anterior. 

f) Por el transcurso del plazo de seis meses desde el otorga-
miento de la escritura pública fundacional sin haber instado la 
inscripción en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

g) Por el transcurso del período de su mandato, si fueron 
nombrados por un determinado tiempo.  

h) Por renuncia, que podrá llevarse a cabo por cualquiera de 
los medios y mediante los trámites previstos para la aceptación. 

i) Por las causas establecidas válidamente para el cese en los 
Estatutos. 

2. El cese de los patronos se inscribirá en el Registro de Fun-
daciones de Andalucía. 

 Artículo 27. Sustitución y suspensión de los patronos. 

1. La sustitución de los patronos se producirá en la forma 
prevista en los Estatutos de la Fundación. Cuando ello no fuera 
posible, se procederá de conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 40 de esta Ley, quedando facultado el Protectorado de 
Andalucía hasta que la modificación estatutaria se produzca, pa-
ra la designación de la persona o personas que integren provi-
sionalmente el órgano de gobierno y representación de la fun-
dación. 

2. Si el número de patronos fuese en algún momento infe-
rior a tres, los subsistentes, en un plazo de treinta días, deberán 
restablecer el número mínimo de patronos o, en los diez días 
siguientes a la finalización de dicho plazo, deberán comunicarlo 
al Protectorado, el cual podrá ejercer cualquiera de las siguien-
tes opciones: 

a) Dar un nuevo plazo al Patronato para que restablezca el 
número de sus miembros; 

b) Completar por sí mismo el número mínimo de patronos. 
c) Instar la disolución de la fundación, sólo si apreciase que 

la misma no es viable. 
3. Si en algún momento en la vida de la fundación faltaren to-

dos los miembros del Patronato, cualesquiera fuera la causa, el 
Protectorado, cuando tenga conocimiento de ello, deberá designar 
nuevos patronos o bien instar la disolución de la fundación. 

4. La suspensión de los patronos podrá ser acordada caute-
larmente por el juez cuando se entable contra ellos la acción de 
responsabilidad. 

5. La sustitución y la suspensión de los patronos se inscribi-
rán en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

CAPÍTULO IV 
Del régimen económico de las fundaciones 

Artículo 28. Titularidad de bienes y derechos. 

1. El patrimonio de la fundación está formado por todos los 
bienes, derechos y obligaciones susceptibles de valoración eco-
nómica que integren la dotación, así como por aquellos que ad-
quiera la fundación con posterioridad a su constitución, se afec-
ten o no a la dotación. 

2. Su administración y disposición corresponderá al Patrona-
to, en la forma establecida en los Estatutos y con sujeción a la 
presente Ley. 

3. La fundación figurará como titular de cuantos bienes o de-
rechos integren su patrimonio, los cuales se harán constar en 
su inventario anual, realizado conforme a la normativa de con-
tabilidad aplicable a las entidades sin ánimo de lucro. 

4. El órgano de gobierno de la fundación promoverá, bajo su 
responsabilidad, la inscripción a nombre de la fundación de los 
bienes y derechos que integran el patrimonio de ésta en el Re-
gistro de Fundaciones de Andalucía y demás Registros públicos 
correspondientes. 

Artículo 29. Herencias y donaciones. 

1. La aceptación de herencias por las fundaciones se enten-
derá hecha siempre a beneficio de inventario. Los patronos se-
rán responsables frente a la fundación de la pérdida del benefi-
cio de inventario por los actos a que se refiere el artículo 1.024 
del Código Civil. 

2. La aceptación de legados con cargas o donaciones onero-
sas o remuneratorias y la repudiación de herencias, donaciones 
o legados sin cargas será comunicada por el Patronato al Pro-
tectorado en el plazo máximo de los diez días hábiles siguien-
tes, pudiendo éste ejercer las acciones de responsabilidad que 
correspondan contra los patronos, si los actos del Patronato fue-
ran lesivos para la fundación, según las atribuciones previstas 
en el artículo 45 g) de la presente Ley. 

Artículo 30. Enajenación y gravamen. 

1. La enajenación, gravamen o cualesquiera otros actos de 
disposición o de administración de los bienes y derechos que in-
tegran el patrimonio de la fundación, constituyan o no dotación, 
serán a título oneroso, debiendo estar justificada en todo caso la 
necesidad o conveniencia de tales actos así como la inversión 
prevista de la contraprestación, salvo que se trate de prestacio-
nes propias del cumplimiento del fin fundacional. 
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2. Requerirá la previa autorización del Protectorado la enaje-
nación o gravamen de los siguientes elementos del patrimonio 
de la fundación: 

a) Bienes o derechos que formen parte de la dotación. 
b) Bienes o derechos que, sin formar parte de la dotación, 

están directamente vinculados al cumplimiento de los fines 
fundacionales. 

c) Bienes o derechos que, con independencia de su objeto, 
representen un valor superior al 20 por 100 del activo de la 
fundación que resulte de su último balance anual aprobado. 

Se entenderá, a los efectos de la letra b), que los bienes y de-
rechos de la fundación están directamente vinculados al cum-
plimiento de los fines fundacionales, cuando dicha vinculación 
esté contenida en una declaración de voluntad expresa, ya sea 
del fundador o del Patronato de la fundación, o de la persona fí-
sica o jurídica, pública o privada que realice una aportación vo-
luntaria a la fundación, y siempre respecto de los bienes y dere-
chos aportados. Igualmente, tal vinculación podrá realizarse por 
resolución motivada del Protectorado o de la autoridad judicial. 

3. Los restantes actos de disposición de aquellos bienes y de-
rechos de la fundación, distintos de los referidos en el párrafo 
anterior, incluida la transacción o compromiso, y de gravamen 
de bienes inmuebles, establecimientos mercantiles o industria-
les y bienes de interés cultural deberán ser comunicados por el 
Patronato al Protectorado, en el plazo máximo de treinta días 
hábiles siguientes a su realización. 

El Protectorado de Andalucía podrá ejercer las acciones de res-
ponsabilidad que correspondan contra los patronos, cuando los 
acuerdos del Patronato fueran lesivos para la fundación según las 
atribuciones previstas en el artículo 45 g) de la presente Ley. 

4. Se harán constar anualmente, en el Registro de Fundacio-
nes de Andalucía y al término de cada ejercicio económico, las 
enajenaciones o gravámenes referidas en los apartados anterio-
res y, además, todas aquellas que supongan una alteración su-
perior al 10 por 100 del activo de la fundación. 

Del mismo modo, se inscribirán en el Registro de la Propie-
dad o en el Registro público que corresponda por razón del ob-
jeto, y se reflejarán en el Libro Inventario de la fundación. 

CAPÍTULO V 
Del funcionamiento y actividad de las fundaciones 

Artículo 31. Principios de actuación. 

Las fundaciones están obligadas a: 
a) Destinar efectivamente el patrimonio y sus rentas, de acuer-

do con la Ley y sus Estatutos, a los fines fundacionales. 

b) Actuar con criterios de imparcialidad, objetividad, igualdad y 
no discriminación en la determinación de sus beneficiarios. 

c) Informar de manera generalizada de sus fines y activida-
des para el conocimiento de sus eventuales beneficiarios y de-
más interesados. 

Artículo 32. Obtención de ingresos. 

Las fundaciones podrán obtener ingresos por las actividades 
que desarrollen o los servicios que presten a sus beneficiarios, 
siempre que ello no sea contrario a la voluntad fundacional, no 
implique una limitación injustificada del ámbito de sus posibles 
beneficiarios y no desvirtúe el interés general de la finalidad de 
la fundación ni el carácter no lucrativo de la entidad. 

Artículo 33. Actividades económicas. 

1. Las fundaciones podrán realizar, por sí mismas, activida-
des económicas cuando éstas estén directamente relacionadas 
con el fin fundacional o sean necesarias para el sostenimiento 
de la actividad fundacional, con sometimiento a las normas re-
guladoras de la defensa de la competencia. 

2. Las fundaciones no podrán tener participación alguna en 
sociedades mercantiles o civiles en las que haya que responder 
personalmente por las deudas sociales. 

3. Si la fundación recibiera por cualquier título, bien como 
parte de la dotación inicial, bien en un momento posterior, al-
guna participación en sociedades en las que deba responder 
personalmente de las deudas sociales, deberá enajenar dicha 
participación, salvo que en el plazo máximo de un año se pro-
duzca la transformación de tales sociedades en otras en las que 
quede limitada la responsabilidad de la fundación. 

4. Las fundaciones con participación superior al 25 por 100 
en sociedades en las que no se responda personalmente de las 
deudas sociales deberán dar cuenta inmediata de dicha partici-
pación al Protectorado. 

Artículo 34. Contabilidad y presupuestos. 

1. Las fundaciones deberán llevar una contabilidad ordenada 
y adecuada a su actividad, que permita un seguimiento cronoló-
gico de las operaciones realizadas. Para ello llevarán necesaria-
mente un Libro Diario y un Libro de Inventarios y Cuentas 
Anuales. 

2. El Patronato de la Fundación confeccionará, en referencia 
al anterior ejercicio económico, las cuentas anuales, que com-
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prenden el balance de situación, la cuenta de resultados y la 
memoria. Los citados documentos forman una unidad, debien-
do ser redactados con claridad y mostrar la imagen fiel del pa-
trimonio, de la situación financiera y de los resultados de la 
fundación. 

En el balance de situación se expresarán los bienes y dere-
chos que constituyen el activo de la entidad y las obligaciones y 
los fondos propios que forman el pasivo. 

La cuenta de resultados comprenderá los ingresos y los gas-
tos del ejercicio y, por diferencia, el resultado del mismo. 

La memoria completará, ampliará y comentará la informa-
ción contenida en el balance de situación y en la cuenta de re-
sultados. Además de ello, incluirá las actividades fundacionales 
y la gestión económica, el cuadro de financiación, el exacto gra-
do de cumplimiento del plan de actuación y los fines de la enti-
dad, indicando los recursos empleados, su procedencia y el 
número de beneficiarios en cada una de las distintas actuacio-
nes realizadas, así como los convenios que, en su caso, se hayan 
llevado a cabo con otras entidades para estos fines. Asimismo, 
incluirá las variaciones patrimoniales y los cambios en los órga-
nos de gobierno, dirección y representación de la fundación. 

3. Además de las cuentas anuales a que se refiere el apartado 
anterior, el Patronato de la Fundación deberá confeccionar, 
también en cada anualidad y referido al anterior ejercicio eco-
nómico, el inventario de los elementos patrimoniales, donde 
conste la valoración de los bienes y derechos de la fundación in-
tegrantes de su balance, distinguiendo los distintos bienes, de-
rechos y obligaciones y demás partidas que lo componen; así 
como la liquidación del presupuesto de ingresos y gastos del 
ejercicio anterior. 

4. Las fundaciones podrán formular sus cuentas anuales en 
los modelos abreviados cuando cumplan los requisitos estable-
cidos al respecto para las sociedades mercantiles. La referencia 
al importe neto de la cifra anual de negocios establecida en la 
legislación mercantil se entenderá realizada al importe del vo-
lumen anual de ingresos por la actividad propia más, si proce-
de, la cifra de negocios de su actividad mercantil. 

5. En los términos que se determine reglamentariamente se 
podrá establecer un modelo simplificado para la contabilidad de 
aquellas fundaciones cuyo activo al cierre del ejercicio no su-
pere los 150.000 euros. 

6. El Patronato elaborará también el presupuesto correspon-
diente al ejercicio siguiente y lo remitirá al Protectorado en los 
últimos tres meses de cada ejercicio, acompañado de una me-
moria explicativa. 

7. La contabilidad de las fundaciones se ajustará a lo dis-
puesto en el Código de Comercio, cuando realicen actividades 
económicas, debiendo formular cuentas anuales consolidadas 
cuando la fundación se encuentre en cualquiera de los supues-
tos previstos en el citado Código para la sociedad dominante. 

Artículo 35. Auditoría. 

1. Se someterán a auditoría externa las cuentas anuales de 
las fundaciones en las que concurran, en la fecha de cierre del 
ejercicio y durante dos años consecutivos, al menos dos de las 
siguientes circunstancias: 

a) Que el total de su patrimonio supere los dos millones cua-
trocientos mil euros. 

b) Que el importe neto de su volumen anual de ingresos por 
la actividad propia más, en su caso, el de la cifra de negocios de 
su actividad mercantil sea superior a dos millones cuatrocientos 
mil euros. 

c) Que el número medio de trabajadores empleados durante 
el ejercicio sea superior a treinta. 

d) Que el valor de las enajenaciones o gravámenes de bienes 
y derechos de la fundación realizados durante el ejercicio eco-
nómico supere el 50 por 100 del valor total de su patrimonio. 

e) Cuando el precio del contrato o contratos a que se refiere 
el artículo 39 de esta Ley suponga más del 15 por 100 de los 
gastos totales del ejercicio. 

2. También se someterán a auditoría externa aquellas 
cuentas que, a juicio del Patronato de la fundación o del Pro-
tectorado, presenten especiales circunstancias que así lo acon-
sejen, en relación con la cuantía del patrimonio o con el vo-
lumen de gestión. 

3. La auditoría se contratará y realizará de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuen-
tas, disponiendo los auditores de un plazo mínimo de un mes, a 
partir del momento en que les fueran entregadas las cuentas 
anuales formuladas, para realizar el informe de auditoría. 

4. Los informes de auditoría se presentarán al Protectorado en 
el plazo de tres meses desde su emisión, quien una vez examina-
dos y comprobada su adecuación a la normativa vigente, procede-
rá a depositarlos en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 36. Aprobación y presentación de cuentas. 

1. Las cuentas anuales se aprobarán por el Patronato, dentro 
de los seis meses siguientes a la fecha del cierre del ejercicio, y 
serán firmadas por el Secretario, con el visto bueno del Presi-
dente. 

2. Dichas cuentas anuales se presentarán al Protectorado en el 
plazo de veinte días hábiles, a contar desde su aprobación por el 
Patronato. En su caso, se acompañarán del informe de auditoría. 

3. No podrán percibir subvenciones ni ayudas públicas de la 
Administración de la Junta de Andalucía aquellas fundaciones 
que no hayan cumplido con la obligación de presentar las cuen-
tas al Protectorado en el plazo establecido para ello, sin perjui-
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cio de las responsabilidades en que, conforme a la Ley, pudie-
ran incurrir. 

4. El Protectorado, una vez examinadas y comprobada su 
adecuación formal a la normativa vigente, procederá a deposi-
tarlas en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 37. Plan de actuación. 

El Patronato elaborará y remitirá al Protectorado, en el últi-
mo trimestre de cada ejercicio, un plan de actuación, en el que 
queden reflejados los objetivos y las actividades que se prevea 
desarrollar durante el ejercicio siguiente. 

Artículo 38. Destino de ingresos. 

1. Deberá destinarse a la realización de los fines fundaciona-
les al menos el 70 por 100 de los resultados de las explotaciones 
económicas que se desarrollen y de los ingresos que se obtengan 
por cualquier otro concepto, previa deducción de impuestos y 
demás gastos realizados. Deberá destinarse el resto a incrementar 
bien la dotación fundacional o bien las reservas, según acuerdo 
del Patronato, deducidos los gastos de administración, cuya cuan-
tía máxima se determinará reglamentariamente. 

2. Las aportaciones efectuadas en concepto de dotación pa-
trimonial, incluidos los donativos y los resultados extraordina-
rios obtenidos por enajenaciones de bienes o derechos de la do-
tación que mantienen tal carácter de dotación, ya sea en el 
momento de la constitución de la fundación o en otro posterior, 
no serán computables a efectos de la vinculación a que se refie-
re el apartado anterior. 

3. La fundación deberá hacer efectiva la obligación a que se 
refiere el apartado 1 de este artículo en el plazo comprendido 
entre el inicio del ejercicio en que se hayan obtenido los respec-
tivos resultados e ingresos y los tres años siguientes al cierre de 
dicho ejercicio. 

4. Los gastos de administración serán aquellos directamente 
ocasionados a los órganos de gobierno por la administración de 
los bienes y derechos que integran el patrimonio de la funda-
ción, y los que los patronos tienen derecho a reembolsarse por 
el desempeño de su cargo, según lo dispuesto en el artículo 19 de 
la presente Ley. 

Artículo 39. Autocontratación. 

Los patronos podrán contratar con la fundación, ya sea en 
nombre propio o de un tercero, previa autorización del Protec-
torado, que se extenderá, en su caso, a los representantes de los 
patronos. 

CAPÍTULO VI 
De la modificación, fusión, extinción y liquidación 

de las fundaciones 

Artículo 40. Modificación de los Estatutos. 

1. El Patronato podrá acordar la modificación de los Estatu-
tos de la fundación siempre que resulte conveniente en interés 
de la misma, salvo que el fundador lo haya prohibido. 

2. Cuando las circunstancias que presidieron la constitución 
de la fundación hayan variado de manera que ésta no pueda ac-
tuar satisfactoriamente con arreglo a sus Estatutos, el Patronato 
deberá acordar la modificación de los mismos, salvo que para es-
te supuesto el fundador haya previsto la extinción de la fundación. 

3. Si el Patronato no da cumplimiento a lo previsto en el 
apartado anterior, el Protectorado le requerirá para que lo cum-
pla, solicitando en caso contrario de la autoridad judicial que 
resuelva sobre la procedencia de la modificación de Estatutos 
requerida. 

4. La modificación o nueva redacción de los Estatutos acor-
dada por el Patronato deberá ser comunicada al Protectorado, 
quien podrá oponerse por razones de legalidad y mediante 
acuerdo motivado, en el plazo máximo de tres meses a contar 
desde la notificación del correspondiente acuerdo del Patronato. 

5. La modificación o nueva redacción habrá de ser formali-
zada en escritura pública e inscrita en el Registro de Fundacio-
nes de Andalucía. 

Artículo 41. Fusión. 

1. Las fundaciones, siempre que no lo haya prohibido el fun-
dador, podrán fusionarse previo acuerdo de los respectivos Pa-
tronatos, que se comunicará al Protectorado. 

2. El acuerdo de fusión de las fundaciones interesadas debe-
rá ser razonado. El Protectorado podrá oponerse a la fusión por 
razones de legalidad y mediante acuerdo motivado, en el plazo 
máximo de tres meses, a contar desde la notificación al mismo 
de los respectivos acuerdos de las fundaciones interesadas. 

3. La fusión podrá realizarse por la absorción de una funda-
ción a otra u otras que se extinguen, o bien mediante la creación 
de una nueva fundación a la que se transmitirán en bloque los 
patrimonios de las fusionadas que se extinguen. 

4. La fusión requerirá el otorgamiento de escritura pública y 
la inscripción en el Registro de Fundaciones de Andalucía. La 
escritura pública contendrá los Estatutos de la fundación resul-
tante de la fusión, así como la identificación de los miembros de 
su primer Patronato. 

5. Cuando una fundación resulte incapaz de alcanzar sus fi-
nes, el Protectorado podrá requerirla para que se fusione con 
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otra de análogos fines que haya manifestado ante el Protectora-
do su voluntad favorable a dicha fusión, siempre que el funda-
dor no lo hubiera prohibido. 

Frente a la oposición de aquella, el Protectorado podrá solici-
tar de la autoridad judicial que ordene la referida fusión. 

Artículo 42. Formas de extinción. 

1. La fundación se extinguirá: 
a) Cuando expire el plazo por el que fue constituida. 
b) Cuando se hubiese realizado íntegramente el fin funda-

cional. 
c) Cuando sea imposible la realización del fin fundacional, 

sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 40 y 41 de la pre-
sente Ley. 

d) Cuando así resulte de la fusión a que se refiere el artículo 
anterior. 

e) Cuando concurra cualquier otra causa prevista en el acto 
constitutivo o en los Estatutos. 

f) Cuando concurra cualquier otra causa establecida en las 
leyes. 

2. En el supuesto del párrafo a) del artículo anterior, la fun-
dación se extinguirá de pleno derecho. 

En los supuestos contemplados en los párrafos b), c) y e) del 
artículo anterior, la extinción de la fundación requerirá acuerdo 
del Patronato ratificado por el Protectorado. Si no hubiese acuer-
do del Patronato, o éste no fuese ratificado por el Protectorado, 
la extinción de la fundación requerirá resolución judicial moti-
vada, que podrá ser instada por el Protectorado o por el Patro-
nato, según los casos. 

3. En el supuesto del párrafo f) del artículo anterior se re-
querirá resolución judicial motivada. 

4. El acuerdo de extinción o, en su caso, la resolución judi-
cial se inscribirán en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 

Artículo 43. Liquidación. 

1. La extinción de la fundación, salvo en los supuestos en 
que tiene lugar como consecuencia de una fusión, determinará 
la apertura del procedimiento de liquidación, que se realizará 
por el Patronato de la fundación bajo el control del Protectora-
do. El Patronato no tendrá más facultades que la de cobrar cré-
ditos, satisfacer las deudas y formalizar los actos pendientes de 
ejecución, sin que pueda contraer más obligaciones, salvo las 
que sean necesarias para la liquidación. 

Terminadas las citadas operaciones, se formará el oportuno 
balance de liquidación, que deberá ser aprobado por el Patrona-
to y sometido a la ratificación por el Protectorado. 

2. Concluida la liquidación conforme a las reglas expuestas, 
se hará constar en el Registro de Fundaciones su baja, a solici-
tud del Patronato, por un escrito dirigido al Registro, al que se 
acompañará la certificación del acuerdo aprobatorio del balance 
de liquidación, la ratificación del mismo por el Protectorado y 
una copia de los documentos en que se hayan formalizado las 
operaciones a que se refiere el apartado siguiente. No obstante 
la baja de la fundación en el Registro, si resultan operaciones 
pendientes de ejecución o formalización, deberá ser llevada a 
cabo por el Protectorado. 

3. Los bienes y derechos resultantes de la liquidación se des-
tinarán a las fundaciones o a las entidades no lucrativas priva-
das que persigan fines de interés general, que tengan afectados 
sus bienes, incluso para el supuesto de su disolución, a la con-
secución de aquéllos, que hayan sido designados en el negocio 
fundacional o en los Estatutos de la fundación extinguida, y que 
desarrollen principalmente sus actividades en la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía. En su defecto, este destino podrá ser de-
cidido, en favor de las mismas fundaciones y entidades mencio-
nadas, por el Patronato, cuando tenga reconocida esta facultad 
por el fundador, y, a falta de esa facultad, corresponderá al Pro-
tectorado cumplir ese cometido. 

4. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, las funda-
ciones podrán prever en sus Estatutos o cláusulas fundacionales 
que los bienes y derechos resultantes de la liquidación sean desti-
nados a entidades públicas de naturaleza no fundacional, siempre 
que persigan fines de interés general. 

5. Las fundaciones constituidas por personas jurídico-públicas 
podrán prever en sus Estatutos que los bienes y derechos resul-
tantes de la liquidación reviertan a su fundador. 

CAPÍTULO VII 
Del Protectorado de las Fundaciones Andaluzas 

Artículo 44. Protectorado. 

1. El Protectorado de las Fundaciones Andaluzas es el órgano 
administrativo de asesoramiento, apoyo técnico y control de las 
fundaciones, que velará por el correcto ejercicio del derecho de 
fundación y por la legalidad de la constitución y funcionamiento 
de las fundaciones. 

2. El Protectorado de las Fundaciones Andaluzas será ejerci-
do por la Consejería competente en materia de fundaciones, en 
la forma que se determine reglamentariamente. 

3. El Protectorado ejerce las funciones que le atribuye la pre-
sente Ley y demás legislación aplicable, respecto de las entida-
des inscritas en el Registro de Fundaciones de Andalucía. 
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Artículo 45. Funciones. 

1. Al Protectorado de Fundaciones Andaluzas le correspon-
den las siguientes funciones: 

a) Asesorar a las fundaciones que se encuentren en proceso 
de constitución sobre la normativa aplicable a dicho proceso, y a 
las fundaciones ya inscritas sobre aquellas cuestiones que se re-
fieran tanto a su régimen jurídico, económico-financiero y con-
table como a las actividades a realizar en cumplimiento de sus 
fines. 

b) Informar sobre la adecuación y suficiencia de la dotación 
y sobre la idoneidad de los fines de las fundaciones en proceso 
de constitución. 

c) Velar por el cumplimiento adecuado de los fines funda-
cionales de acuerdo con la voluntad del fundador y teniendo en 
cuenta la consecución del interés general, así como interpretar, 
suplir e integrar la voluntad del fundador cuando fuere necesa-
rio, conforme a esta Ley. 

d) Velar por la integridad, suficiencia y rentabilidad del pa-
trimonio fundacional y verificar si los recursos económicos de 
las fundaciones han sido aplicados al cumplimiento de los fines 
fundacionales, en los términos previstos en los Estatutos y en la 
Ley, pudiendo solicitar del Patronato la información que a tal 
efecto resulte necesaria. 

e) Difundir la existencia y actividades de las fundaciones. 
f) Ejercer provisionalmente las funciones del órgano de gobier-

no de la fundación si por cualquier motivo faltasen todas las perso-
nas llamadas a integrarlo, designar nuevos patronos o, en los casos 
indicados por la Ley, instar la disolución de la fundación. 

g) Ejercitar la acción de responsabilidad de los patronos en 
los supuestos contemplados en la presente Ley. 

h) Garantizar la legalidad de las modificaciones de estatutos, 
fusiones y extinciones de las fundaciones, instando, en su caso 
las correspondientes acciones judiciales. 

i) Controlar el proceso de liquidación de las fundaciones. 
j) Procurar la efectiva y adecuada utilización de la denomina-

ción �Fundación Andaluza�, denunciando, en su caso, ante la au-
toridad competente, su utilización por otra clase de entidades. 

k) Resolver las solicitudes de autorización o aprobación que, 
conforme a lo dispuesto en esta Ley, la precisen, entre ellas la 
de autorizar la constitución por la fundación de otra persona ju-
rídica. 

l) Clasificar a las fundaciones en función de los fines que 
persiguen. 

m) Cuantas otras funciones le confieran las leyes. 
2. En todo caso, el Protectorado está legitimado para ejercitar 

la correspondiente acción de responsabilidad por los actos rela-
cionados en el artículo 25.2 y para instar el cese de los patronos 
en el supuesto contemplado en el apartado d) del artículo 26.1. 

Asimismo, está legitimado para impugnar los actos y acuer-
dos del Patronato que sean contrarios a los preceptos legales o 
estatutarios por los que se rige la fundación. 

Artículo 46. Régimen jurídico de los actos del Protectorado. 

1. La tramitación de las autorizaciones a que hace referen-
cia la presente Ley se regirá por lo prescrito en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, siendo 
el plazo de notificación y resolución de tres meses. 

2. El plazo para resolver y notificar se interrumpirá cuando 
la solicitud no reúna los requisitos necesarios o no se presenten 
debidamente documentados y el Protectorado de Fundaciones 
de Andalucía así lo estime mediante acto motivado que notifica-
rá al Patronato, por el tiempo que medie entre la notificación 
del requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario 
o, en su defecto, por el transcurso del plazo concedido. 

Artículo 47. Intervención temporal. 

1. Si el Protectorado advirtiera una grave irregularidad en la 
gestión económica que ponga en peligro la subsistencia de la 
fundación, o una desviación grave entre los fines fundacionales 
y la actividad realizada, requerirá del Patronato, una vez oído és-
te, la adopción de las medidas que estime pertinentes para la 
corrección de aquélla. 

2. Si el requerimiento al que se refiere el apartado anterior 
no fuese atendido en el plazo que al efecto se señale, el Protec-
torado podrá solicitar de la Autoridad judicial que acuerde, pre-
via audiencia del Patronato, la intervención temporal de la fun-
dación. 

Autorizada judicialmente la intervención de la fundación, el 
Protectorado asumirá todas las atribuciones legales y estatuta-
rias del Patronato durante el tiempo que determine el juez. La 
intervención quedará alzada al expirar el plazo establecido, salvo 
que se acceda a prorrogarla mediante una nueva resolución ju-
dicial. 

3. La resolución judicial que acuerde la intervención tempo-
ral de la fundación se inscribirá en el Registro de Fundaciones 
de Andalucía. Asimismo, será objeto de inscripción la demanda 
que se interponga solicitando aquella. 

Artículo 48. Recursos jurisdiccionales. 

1. Los actos del Protectorado ponen fin a la vía administrati-
va y serán impugnables ante el orden jurisdiccional contencio-
so-administrativo. 
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2. Las resoluciones dictadas en los recursos contra la califi-
cación del Registro de Fundaciones de Andalucía ponen fin a la 
vía administrativa y podrán ser impugnadas ante el orden juris-
diccional contencioso-administrativo. 

3. Corresponderá al Juzgado de Primera Instancia del domi-
cilio de la fundación conocer, de acuerdo con los trámites del 
proceso declarativo que corresponda, de las pretensiones a las 
que se refieren los artículos 10.2, 13.2, 25.2, 26.1 d), 27.4, 
40.3, 41.5, 42.1 f), 42.2, 42.3, 45.2 y 47.2 de la presente Ley. 

CAPÍTULO VIII 
Del Registro de Fundaciones de Andalucía 

Artículo 49. El Registro de Fundaciones de Andalucía. 

1. El Registro de Fundaciones de Andalucía, adscrito a la 
Consejería competente en materia de fundaciones, tendrá por 
objeto la inscripción de las mismas y de los actos que con arre-
glo a las leyes sean inscribibles. 

2. La inscripción de las fundaciones, que deberá contener los 
elementos necesarios establecidos en el artículo 11 de esta Ley, 
requerirá, en todo caso, el informe favorable del Protectorado, 
en cuanto a la idoneidad de los fines de interés general y a la de-
terminación de la suficiencia de la dotación a que se refiere el 
artículo 14.1, segundo párrafo, de esta Ley.  

3. La estructura y funcionamiento del Registro, así como los 
plazos de inscripción, se determinarán reglamentariamente. 

Artículo 50. Funciones. 

Son funciones del Registro de Fundaciones de Andalucía: 
a) La inscripción de las fundaciones, así como los demás actos 

inscribibles, con arreglo a esta Ley y sus normas reglamentarias. 
b) El depósito y archivo de los documentos a que se refiere la 

presente Ley y sus normas reglamentarias. 
c) La legalización de los libros que hayan de llevar las funda-

ciones reguladas en la presente Ley. 
d) Dar traslado al Registro de Fundaciones de competencia 

estatal, para constancia y publicidad general, de las inscripcio-
nes de constitución de fundaciones o, en su caso, de extinción 
de las mismas. 

e) Cualquier otra que se le atribuya reglamentariamente. 

Artículo 51. Principios registrales. 

1. El Registro de Fundaciones de Andalucía será único y sur-
tirá efectos constitutivos y de publicidad formal y material frente 

a terceros. Ésta se hará efectiva por certificación del contenido 
de los asientos expedida por el responsable del Registro o sim-
ple nota informativa o copia compulsada de los asientos y de los 
documentos depositados en el Registro. 

2. Los actos inscritos en el Registro se presumen válidos. 
Respecto de los documentos depositados que no hayan causado 
inscripción, tan solo se presumirá su regularidad formal. 

3. Los actos sujetos a inscripción y no inscritos no perjudica-
rán a terceros de buena fe. La buena fe del tercero se presume 
en tanto no se pruebe que conocía el acto sujeto a inscripción y 
no inscrito. 

4. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de 
la normativa reguladora de otros Registros públicos existentes. 

CAPÍTULO IX 
Del Consejo de Fundaciones de la Comunidad 

Autónoma de Andalucía 

Artículo 52. Creación. 

1. El Consejo de Fundaciones de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía es un órgano de carácter consultivo adscrito a la Con-
sejería competente en materia de fundaciones. 

2. Reglamentariamente se regulará la composición, en la que 
estarán representadas las fundaciones y su estructura. 

Artículo 53. Funciones. 

Son funciones del Consejo de Fundaciones de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía: 

a) Asesorar, informar y dictaminar, cuando así se solicite, 
sobre cualquier disposición legal o reglamentaria que afecte di-
rectamente a las fundaciones. 

b) Elevar las propuestas que estime pertinentes a la Conseje-
ría competente en materia de fundaciones. 

c) Planificar y proponer las actuaciones necesarias para la 
promoción y fomento de las fundaciones. 

d) Las demás que le atribuyan las disposiciones vigentes. 

CAPÍTULO X 
Fundaciones del sector público de la Comunidad 

Autónoma de Andalucía 

Artículo 54. Concepto. 

A los efectos de esta Ley, se consideran fundaciones del sector 
público de la Comunidad Autónoma de Andalucía tanto aquellas 
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que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o in-
directa, de la Administración de la Junta de Andalucía, sus orga-
nismos públicos o demás entidades o empresas de la Junta de 
Andalucía, como aquellas que su patrimonio fundacional, con un 
carácter de permanencia, esté formado en más de un 50 por 100 
por bienes o derechos aportados o cedidos por dichas entidades. 

Asimismo, serán consideradas fundaciones del sector público 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía aquellas en las que la 
Administración de la Junta de Andalucía tenga una representa-
ción mayoritaria. Se entenderá que existe ésta cuando más de la 
mitad de los miembros de los órganos de administración, direc-
ción o vigilancia de la fundación sean nombrados por la Junta 
de Andalucía, a través de cualquiera de sus instituciones, enti-
dades, órganos, organismos autónomos o empresas. 

Artículo 55. Creación y extinción. 

1. La creación y extinción de fundaciones del sector público 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, la adquisición y pérdi-
da de la representación mayoritaria, así como la modificación de 
sus fines fundacionales deberán ser autorizadas por Acuerdo del 
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, que determinará 
las condiciones generales que deben cumplir todos estos actos y 
designará a la persona que haya de actuar por ella en el acto de 
constitución y, en su caso, a su representante o representantes 
en el Patronato. 

2. En el expediente de autorización deberá incluirse una me-
moria, que deberá ser informada por la Consejería competente 
en materia de Administración Pública, en la que se justifiquen 
suficientemente las razones por las que se considera que existi-
rá una mejor consecución de los fines de interés general perse-
guidos a través de una fundación, que mediante otras formas 
jurídicas contempladas en la normativa vigente. 

3. Deberá presentarse, igualmente, una memoria económica, 
que requerirá informe de la Consejería de Economía y Hacienda, 
en la que se justificará la suficiencia de la dotación inicialmente 
prevista para el comienzo de la actividad de la fundación y, en su 
caso, los compromisos futuros que garanticen su continuidad. 

Artículo 56. Régimen jurídico. 

1. Las fundaciones del sector público de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía no podrán ejercer potestades públicas, ni 
comportar el establecimiento de servicios públicos. Además, po-
drán realizar únicamente actividades relacionadas con el ámbito 
competencial de las entidades fundadoras, debiendo contribuir 
a la consecución de los fines de las mismas, sin que ello supon-

ga la asunción de la titularidad de las competencias de éstas, 
salvo previsión legal expresa. 

2. El Protectorado de estas fundaciones se ejercerá por la 
Consejería competente en materia de fundaciones. Igualmente 
sucederá con las fundaciones que estén constituidas por una o 
más personas jurídico-públicas, cualquiera que sea el ámbito 
territorial de actuación de las mismas, siempre que desempe-
ñen su actividad principalmente en el territorio de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, las cuales estarán sujetas a lo pre-
visto esta Ley y en la Ley 5/1983, de 19 de julio, de Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

3. En materia de presupuestos, contabilidad y auditoría de 
cuentas, las fundaciones previstas en este capítulo se regirán 
por lo dispuesto en la Ley citada en el apartado anterior. 

Las fundaciones reguladas en este capítulo remitirán a la In-
tervención General de la Junta de Andalucía la aprobación y pre-
sentación de sus cuentas. En el supuesto de que exista obliga-
ción de someter a auditoría externa las cuentas anuales de estas 
fundaciones, su realización corresponderá al órgano citado an-
teriormente. 

4. La selección del personal de las fundaciones del sector pú-
blico de la Comunidad Autónoma de Andalucía deberá realizarse, 
en todo caso, con sujeción a los principios de igualdad, mérito, 
capacidad y publicidad en la correspondiente convocatoria. 

Asimismo, su contratación deberá ajustarse a la normativa 
básica estatal en la materia y a la que corresponda aprobar la 
Comunidad Autónoma al amparo del artículo 15.1.2ª del Estatu-
to de Autonomía. 

5. Cuando se realicen actividades que supongan la disposición 
dineraria de fondos, sin contraprestación directa de los beneficia-
rios, para la ejecución de actuaciones o proyectos específicos, di-
cha actividad se ajustará a los principios de publicidad, concu-
rrencia y objetividad, siempre que tales recursos provengan del 
sector público de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

6. En los aspectos no regulados específicamente en este capí-
tulo, las fundaciones en él reguladas se regirán, con carácter 
general, por lo dispuesto en la presente Ley. 

Disposición adicional primera. Conformidad con la norma-
tiva estatal de aplicación general en materia de fundaciones. 

El contenido de los artículos 1.2; 2 a 7; 8; 9; 10; 11, aparta-
dos a), b), c), d) y f); 12 a 15; 22.2, 24 c); 25; 26; 27, aparta-
dos 1, 4 y 5; 28.1; 29; 30.3, segundo párrafo; 40, apartados 1, 2, 3 
y 5; 41, apartados 1, 4 y 5; 42; 44.1, in fine; 45.2; 47; 48 y 51.4 
de la presente Ley están redactados de conformidad con los pre-
ceptos de aplicación general de la Ley 50/2002, de 26 de di-
ciembre, de Fundaciones. 
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Disposición adicional segunda. Fundaciones que gestionan 
la obra social de las Cajas de Ahorros con domicilio social en 
Andalucía. 

1. El Protectorado de las fundaciones que gestionen obra so-
cial de las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía se 
ejercerá por la Administración de la Junta de Andalucía a través 
de la Consejería competente en materia de Cajas de Ahorros, a 
cuyo titular corresponderán las funciones y facultades propias 
de aquél. 

2. Lo dispuesto en la presente Ley será de aplicación a las fun-
daciones mencionadas en el apartado anterior en todo aquello 
que no se oponga a lo dispuesto en la Ley 15/1999, de 16 de di-
ciembre, de Cajas de Ahorro de Andalucía; en el Reglamento de la 
citada Ley, aprobado por Decreto 138/2002, de 30 de abril, y de-
más disposiciones específicas de aplicación a las mismas. 

Disposición adicional tercera. Registro de Fundaciones de 
competencia estatal. 

La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá requerir del 
Registro de Fundaciones de competencia estatal o de los Protec-
torados de idéntico ámbito competencial la documentación e in-
formación relativa a las fundaciones domiciliadas en el territorio 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, al objeto de determi-
nar su ámbito territorial de actividad. 

Disposición adicional cuarta. Fundaciones de las Universi-
dades Andaluzas. 

A los efectos previstos en el artículo 1 de esta Ley, se enten-
derá que las fundaciones constituidas por las Universidades pú-
blicas de la Comunidad Autónoma de Andalucía desarrollan 
principalmente sus actividades en el territorio de ésta. 

Disposición adicional quinta. Obligaciones de fedatarios pú-
blicos. 

Los Notarios que, dentro de su competencia, autoricen do-
cumentos de los que, conforme a la presente Ley, tenga que 
quedar constancia en el Registro de Fundaciones de Andalucía 
deberán dar cuenta de su otorgamiento al Protectorado. 

Disposición transitoria primera. Adaptación de los Estatu-
tos de las fundaciones preexistentes a esta Ley. 

1. En el plazo de tres años a partir de la entrada en vigor de 
la presente Ley, las fundaciones ya constituidas y que se en-

cuentren en el ámbito de aplicación de la misma deberán adap-
tar, en su caso, sus Estatutos a lo dispuesto en ella, excepto en 
lo relativo a su dotación, y presentarlos en el Registro de Funda-
ciones de Andalucía. 

De manera excepcional, el Protectorado podrá prorrogar has-
ta un máximo de un año más dicho plazo, previa solicitud razo-
nada del Patronato y cuando consten acreditadas circunstancias 
que objetivamente lo justifiquen. 

2. Transcurrido el plazo a que se refiere el apartado anterior 
sin haberse producido la adaptación de Estatutos, cuando la 
misma sea necesaria, no se inscribirá documento alguno de la 
fundación en el Registro de Fundaciones de Andalucía hasta que 
la adaptación se haya verificado, todo ello sin perjuicio de lo dis-
puesto en el artículo 40.3 de esta Ley. 

3. El incumplimiento de las obligaciones previstas en esta Dis-
posición por alguna fundación provocará que la misma no pueda 
obtener subvenciones o ayudas públicas de la Junta de Andalucía, 
sin perjuicio de las responsabilidades en que, conforme a la Ley, 
pudiera incurrir. 

Disposición transitoria segunda. Protectorado de fundaciones. 

Hasta tanto se apruebe la regulación reglamentaria del Pro-
tectorado de las Fundaciones Andaluzas, previsto en el capítu-
lo VII de esta Ley, las fundaciones sometidas a su ámbito de 
aplicación continuarán adscritas a los Protectorados actualmen-
te existentes. 

Disposición transitoria tercera. Fundaciones preexistentes 
del sector público andaluz. 

Las fundaciones del sector público andaluz ya constituidas 
deberán, en su caso, adaptar sus Estatutos a lo dispuesto en el 
capítulo X de la presente Ley, en el plazo de un año a contar 
desde la fecha de su entrada en vigor. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas, a la entrada en vigor de la presente Ley, 
todas aquellas disposiciones, de igual o inferior rango, que se 
opongan o contradigan a lo previsto en la misma. 

Disposición final primera. Adaptación a la actualización 
del Plan General de Contabilidad y a las normas del Plan de 
actuación. 

Serán aplicables a las fundaciones reguladas en esta Ley las 
actuaciones de las normas de adaptación de Plan General de 
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contabilidad a las entidades sin ánimo de lucro y las normas de 
elaboración del plan de actuaciones de dichas entidades. 

Disposición final segunda. Desarrollo reglamentario. 

Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía a 
dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución 
de la presente Ley 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

 

 

2.1.2  PROPOSICIONES DE LEY 

7-04/PPL-000001, Proposición de Ley de modifi-
cación de la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de 
Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayunta-
mientos 

 

Presentada por el G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria 
por Andalucía 
Acuerdo del Consejo de Gobierno manifestando su criterio contra-
rio a la toma en consideración 
Sesión de la Mesa del Parlamento de 26 de mayo de 2004 
Orden de publicación de 27 de mayo de 2004 

SECRETARIADO DEL CONSEJO DE GOBIERNO 

JUAN ANTONIO CORTECERO MONTIJANO, VICECONSEJERO DE LA PRESI-

DENCIA Y SECRETARIO DE ACTAS DEL CONSEJO DE GOBIERNO DE LA JUNTA DE 

ANDALUCÍA, 

CERTIFICA 

Que el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, en su 
reunión del día 18 de mayo de 2.004, ha aprobado Acuerdo por 
el que se manifiesta el criterio respecto a la toma en considera-
ción de la Proposición de Ley de modificación de la Ley 5/1988, 
de 17 de octubre, de iniciativa legislativa popular y de los ayun-
tamientos, presentada por el Grupo Parlamentario Izquierda 
Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía, que a continua-
ción se transcribe: 

El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, de acuerdo 
con el artículo 124.2 del Reglamento del Parlamento de Andalu-
cía, manifiesta su criterio contrario respecto de la toma en consi-
deración de la Proposición de Ley 7/04/PPL-000001, de modifica-
ción de la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Iniciativa Legislativa 
Popular y de los Ayuntamientos, presentada por el G.P. Izquierda 
Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía (IU LV-CA), en base 
a los siguientes motivos: 

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, inspirado en los 
principios constitucionales, contiene en su artículo 12 una de-
claración programática de objetivos básicos de la Comunidad, 
declaración que, en su momento, supuso una significativa inno-
vación respecto a los estatutos de otras Comunidades. Y así, el ci-
tado precepto establece en su apartado 1 que la Comunidad Autó-
noma de Andalucía �facilitará la participación de todos los 
andaluces en la vida política, económica, cultural y social�. 

Este principio general se concreta posteriormente en la nor-
ma recogida en el artículo 33.2 del Estatuto, a cuyo tenor �una 
ley de Parlamento Andaluz, en el marco de la Ley Orgánica pre-
visto en el artículo 87.3 de la Constitución, regulará tanto el 
ejercicio de la iniciativa legislativa de los Ayuntamientos como la 
iniciativa legislativa popular�. 

La Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Iniciativa Legislativa Po-
pular y de los Ayuntamientos viene a desarrollar el mandato es-
tatutario, reafirmando el Estado Democrático y garantizando la 
participación ciudadana en el ejercicio de la función legislativa, 
entendida como expresión de la voluntad popular. 

La reforma de la citada Ley 5/1988 que pretende el G.P. Iz-
quierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía afecta a 
siete artículos y sus pretensiones pueden agruparse en cuatro 
apartados: 

1. Se propone rebajar el requisito de la población que secun-
de la iniciativa popular de 75.000 a 30.000 ciudadanos, así co-
mo, en el supuesto de que se trate de iniciativa de los propios 
Ayuntamientos, sustituir el acuerdo del Pleno adoptado por mayo-
ría absoluta de treinta y cinco Ayuntamientos o de diez que repre-
senten a 75.000 electores, por el acuerdo adoptado por el Pleno 
por mayoría simple de veinticinco Ayuntamientos o de diez siem-
pre que representen al menos y globalmente a 35.000 electores. 

En cuanto a la rebaja del requisito de la población, es nece-
sario aludir a la Ley Orgánica 3/1984, de 26 de marzo, de Inicia-
tiva Legislativa Popular, dictada al amparo del artículo 87.3 de la 
Constitución Española. Su Exposición de Motivos pone de mani-
fiesto el deseo del legislador de �recoger con la máxima fideli-
dad y sencillez el mandato constitucional, regulando el ejer-
cicio de la iniciativa en forma tal que, respetando al máximo 
el papel institucional de los partidos políticos como órganos 
de manifestación de la voluntad popular e instrumentos fun-
damentales de la participación política, se canalice el ejerci-
cio de la iniciativa con las máximas garantías�. 
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El propio Estatuto de Autonomía para Andalucía, en los térmi-
nos arriba expuestos, se refiere a la Ley estatal. Si bien dicha Ley 
no hace mención expresa al ejercicio de la iniciativa legislativa en 
el ámbito y competencias de las Comunidades Autónomas, su fi-
nalidad y principios sí deben inspirar la normativa autonómica. 
De conformidad con la Constitución, la Ley Orgánica 3/1984 
reitera la necesidad de que la iniciativa sea suscrita por al me-
nos 500.000 electores. Extrapolando dicho requisito en atención 
a la población actual de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
(en torno a ocho millones de habitantes) y con relación a la po-
blación de España (en torno a cuarenta millones) el requisito 
de 75.000 ciudadanos que suscriban la iniciativa, así como el 
de treinta y cinco Ayuntamientos que engloben en su conjunto 
a 75.000 ciudadanos, resulta inferior al exigido en el ámbito es-
tatal por lo que no resulta acertado proceder a su reforma. 

Por lo que se refiere a la sustitución de la mayoría absoluta 
exigida en la actual normativa por la mayoría simple, hay que 
extremar la cautela en cuanto tendría incidencia en una materia 
regulada por la normativa básica sobre régimen local. Así el ar-
tículo 47 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 
de Régimen Local dispone que como regla general los acuerdos 
de las Corporaciones Locales se adopten por mayoría simple de 
los miembros presentes. El apartado segundo de dicho artículo, 
en la redacción dada por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de 
Medidas para la Modernización del Gobierno Local, contiene un 
listado de acuerdos que por el contrario a la regla general re-
quieren mayoría absoluta para su válida adopción, sin que se 
encuentre expresamente mencionado el acuerdo relativo al 
ejercicio de la iniciativa legislativa de los Ayuntamientos. No obs-
tante lo anterior, el apartado o) del artículo de referencia con-
tiene una cláusula abierta al habilitar al legislador ordinario a 
determinar qué acuerdos requieren mayoría absoluta para su 
adopción. Si analizamos las excepciones previstas a la regla ge-
neral de la mayoría simple, se comprueba que para aquellos 
asuntos de mayor trascendencia y repercusión se exige una ma-
yoría reforzada, por lo que es aconsejable que se siga exigiendo 
mayoría absoluta para el ejercicio de la iniciativa legislativa en 
atención a la naturaleza del acuerdo. 

Por último se aprecia una contradicción, probablemente fruto 
de un error de trascripción mecánica, en cuanto en el apartado a) 
del artículo 2 de la redacción propuesta se alude a 30.000 firmas, 
mientras que el artículo 6.1, al igual que en el apartado b) del ar-
tículo 2, se alude a 35.000 firmas, o en su caso 35.000 electores. 

2. En segundo lugar se propone que la Mesa del Parlamento 
oiga previamente a la Junta de Portavoces antes de admitir o no 
a trámite las iniciativas legislativas presentadas por los ciudada-
nos o por los Ayuntamientos. 

El artículo 28.6º del Reglamento del Parlamento de Andalu-
cía atribuye a la Mesa del Parlamento la función de calificar, con 
arreglo al Reglamento, los escritos y documentos de índole par-

lamentaria, así como declarar la admisibilidad o inadmisibilidad 
de los mismos. La Mesa del Parlamento, en un plazo de quince 
días hábiles desde que sea presentada la iniciativa, ha de decidir 
sobre la admisión o no a trámite de las iniciativas presentadas 
en virtud de las causas tasadas previstas en la Ley 5/1988, con lo 
que se suprime cualquier margen de discrecionalidad. Ello, 
unido a que el Reglamento del Parlamento garantiza la compo-
sición suficientemente representativa y democrática de la Mesa, 
determina que el traslado de las actuaciones a la Junta de Porta-
voces podría acarrear retrasos en la toma de la decisión sobre 
su admisión, no considerándose eficaz la medida propuesta. 

3. Se pretende en tercer lugar la ampliación de los plazos 
previstos en el artículo 9.3 de cuatro meses a seis meses para la 
recogida de firmas, y el de la prórroga de dicho plazo de dos 
meses a tres meses. 

En este sentido no consta que los plazos previstos en la 
Ley 5/1988 hayan dificultado el ejercicio de la iniciativa legis-
lativa popular. 

4. Por último se propone la inclusión de un nuevo apartado 
en el artículo 18 a fin de que en el debate para la toma en con-
sideración por el Pleno del Parlamento de Andalucía, la Comi-
sión Promotora explique en tal sesión las razones de la propuesta. 

En el Reglamento del Parlamento de Andalucía no están pre-
vistas este tipo de comparecencias, que implican desnaturalizar 
la propia composición de la Cámara, en cuanto implica la inter-
vención en el procedimiento legislativo de quienes no están legi-
timados para ello por no haber sido elegidos mediante sufragio 
para representar a los andaluces. 

En base a lo anteriormente expuesto, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 124.2 del Reglamento del Parlamento 
de Andalucía, a propuesta de la titular de la Consejería de Go-
bernación y previa deliberación del Consejo de Gobierno, en su 
reunión del día 18 de mayo de 2004, 

ACUERDA 

PRIMERO. Manifestar el criterio contrario respecto a la toma 
en consideración de la Proposición de Ley 7-04/PPL-000001, de 
modificación de la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Iniciativa 
Legislativa Popular y de los Ayuntamientos presentada por el 
G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía. 

SEGUNDO. Dar traslado de este Acuerdo al Parlamento de An-
dalucía. 

Y para que así conste y a los oportunos efectos, expido la presen-
te certificación en Sevilla, a dieciocho de mayo de dos mil cuatro. 

El Viceconsejero de la Presidencia y 
Secretario de Actas del Consejo de Gobierno, 

Juan Antonio Cortecero Montijano. 
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 3.3  RÉGIMEN INTERIOR 

 Nombramiento de doña María Lucía Cano Mu-
ñoz como Directora del Gabinete de Análisis de 
la Presidencia del Parlamento de Andalucía 

 

Resolución de la Presidenta del Parlamento 
Orden de publicación de 31 de mayo de 2004 

PRESIDENTA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 2.2 del Estatuto de 
Personal del Parlamento de Andalucía 

RESUELVO 

Nombrar a doña María Lucía Cano Muñoz, Directora del Ga-
binete de Análisis de la Presidencia del Parlamento de Andalu-
cía, con efectos económicos y administrativos del día 1 de junio 
de 2004. 

Sevilla, 31 de mayo de 2004. 
La Presidenta del Parlamento de Andalucía, 

María del Mar Moreno Ruiz. 
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